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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 14 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Municipio Autónomo 

de Aguadilla (el Municipio) y nos solicita que revisemos la Sentencia 

emitida el 17 de agosto de 2017, notificada el 21 de agosto del mismo 

año, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan 

(TPI). Mediante dicha determinación, el TPI declaró No Ha Lugar la 

demanda en cobro de dinero presentada por el Municipio.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, revocamos la 

Sentencia recurrida. 

I. 

 Según surge del expediente ante nuestra consideración, el 22 de 

noviembre de 2013 el Municipio presentó una demanda en contra del 

Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (CRIM), mediante la cual 

le solicitó al Tribunal que ordenara a este último pagarle $6,538,065.15, 

más intereses, costas, gastos y honorarios de abogado, por concepto de 

contribuciones no pagadas al Municipio. Fundamentó su petitorio en que 
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el CRIM, en contravención con sus propios reglamentos y sin haberle 

notificado, permitió que varios embargos anotados a una propiedad 

inscrita a nombre de San Miguel & Compañía fueran cancelados y que el 

deudor pagara, solamente, $520,995.90 en vez de $7,034,358.00, cuya 

suma responde a las contribuciones debidas y no pagadas al Municipio.  

 El 4 de febrero de 2017, el CRIM presentó la correspondiente 

contestación a la demanda en la cual admitió la cantidad del embargo 

anotado y su posterior cancelación por una cantidad mucho menor. 

Asimismo, afirmó que se llevó a cabo una investigación sobre este asunto 

que conllevó la destitución de dos de sus empleados. También, argumentó 

que no tiene la obligación de notificarle a los municipios previo a la 

cancelación de un embargo. Finalmente, levantó varias defensas 

afirmativas como aceptación en finiquito.  

 Luego de varios trámites procesales, ambas partes presentaron 

sendos memorandos de derecho. El Municipio adujo que, con su 

actuación, el CRIM incumplió con la Ley 80-1991, infra. Por su parte, el 

CRIM reiteró su posición de que posee autoridad para levantar un 

embargo, sin antes consultar con los municipios. De igual modo, concluyó 

que de tener el Municipio derecho a reclamo alguno sería por los daños 

ocasionados por los actos de los dos empleados del CRIM y que dicha 

causa de acción estaba prescrita, pues la demanda se presentó luego de 

transcurrido el año establecido en ley para ejercer la acción aludida. En 

respuesta, el Municipio replicó que la acción no estaba prescrita por 

tratarse de una acción personal cuyo término prescriptivo es de 15 años.   

 Tras atender los planteamientos de ambas partes, el 17 de agosto 

de 2017 el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha Lugar la 

demanda. Entendió como hechos probados, entre otros, los siguientes: 

 […] 

3. El 8 de noviembre de 1993, el Sr. Fernando Aguilar (Sr. 
Aguilar), Director Auxiliar de Operaciones, y el Sr. Iván 
Muñiz Cabrero, Director de Facturación y Cobro, emitieron 
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un memorando dirigido a todos los Gerentes de Distrito del 
CRIM, en el cual especificaron el procedimiento y los 
requisitos en caso de solicitudes del beneficio contributivo en 
el Art. 3.30 de la Ley Núm. 83-1991, infra (Art.3.30).   
 
4. El 4 de noviembre de 1994, el Sr. Aguilar y el Sr. Carlos 
Martínez Cintrón (Sr. Martínez), Ayudante Ejecutivo, 
enviaron un memorando a todos los Gerentes de Distrito del 
CRIM, en el cual especificaron el procedimiento a seguir 
conforme al Art. 3.30, para transferir una deuda contributiva 
a una deuda personal. 
  
5. El memorando indicó que, como parte del procedimiento, 
se debe localizar al contribuyente e identificar algún otro 
bien inmueble que garantice el cobro de la deuda.  
 
6. El 7 de abril de 1997, el Sr. Manuel O. Velázquez envió 
una carta al Sr. Benito Galloza González (Sr. Galloza), 
Especialista en Valorización III y Gerente de la Región de 
Aguadilla del CRIM, en la que expresó lo siguiente: 
“[e]fectivo inmediatamente, toda solicitud para el beneficio 
del Art. 3.30 donde exista un acreedor hipotecario envuelto 
en la transacción de compraventa, el mismo será denegado”. 
 
7. El CRIM tenía varios embargos anotados sobre una finca 
en Aguadilla (Núm. De Catastro: 023-065-165-20-901). 
 
8.La finca estaba inscrita a nombre de SMC con un 
gravamen de $7,034,358.00 en contribuciones sobre la 
propiedad mueble e inmueble, adeudadas al Municipio. 
 
9. Los récords de la agencia reflejan que el 11 de noviembre 
de 1998, la señora María C. Geonaga Saldaña (Sra. 
Geonaga) en carácter de Presidenta de SMC, suscribió un 
contrato de opción de compra sobre la referida finca, a favor 
del Sr. Anthony C. Tirri (Sr. Tirri). 
 
[…] 
 
13. En enero de 1999, la Sra. Geonaga solicitó al CRIM 
acogerse al Art. 3.30. 
 
14. El 4 de octubre de 1999, el CRIM, bajo la firma del Sr. 
Galloza, envió una carta a la Sra. Geonaga en la que notificó 
la aprobación de la solicitud para acogerse al beneficio 
contributivo del Art. 3.30. 
 
[…] 
 
16. El 15 de diciembre de 1999, el CRIM envió una carta a la 
Sra. Geonaga confirmando la aprobación para acogerse al 
Art. 3.30. 
 
17. En esa misma carta, el CRIM le requirió un pago de 
$510,244.09. 
 
[…] 

20. El 6 de junio de 2000, la Sra. Geonaga hizo un pago de 
$496,292.85. 
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21. El 5 de marzo de 2001, el Sr. Galloza ordenó la 
cancelación de los gravámenes que tenía la finca.    
    
22. El 17 de abril de 2002, el alcalde de Aguadilla envió una 
carta al CRIM en la que reclamó el hecho de que el Sr. 
Galloza había eliminado el embargo sobre una finca que 
representaba una garantía de cobro a favor del Municipio.  
 
[…] 
 
25. El Sr. Galloza no siguió dicho procedimiento al haber 
aprobado el Art. 3.30, a pesar de que la finca tenía 
embargos; y, no identificó los otros bienes de SMC que 
servirían para garantizar el cobro de las contribuciones 
adeudadas antes de conceder tal beneficio contributivo a la 
Sra. Geonaga.  
 
26. El no seguir el procedimiento, resultó en la pérdida de la 
garantía para cobrar las contribuciones adeudadas; y, 
eventualmente, en la pérdida de la oportunidad de cobrar la 
deuda para beneficio del Municipio.  
 
[…]1   
  

 El foro primario concluyó, además, que el CRIM no debe en 

derecho la cantidad en cuestión reclamada por el Municipio ya que esta 

nunca le fue pagada. Asimismo, el Tribunal determinó que el Municipio no 

tiene la facultad de intervenir en la imposición, determinación y cobro de 

las contribuciones sobre la propiedad ya que la Ley Núm. 80 de 1991 

otorga esa facultad exclusivamente al CRIM. De igual modo, el Tribunal 

estableció que la pérdida de la oportunidad del Municipio de cobrar las 

contribuciones resultó en un daño de naturaleza extracontractual, por lo 

cual su término prescriptivo era de un (1) año y, en consecuencia, la 

demanda estaba prescrita por haber sido presentada 12 años después del 

alegado daño causado por el CRIM. 

 Insatisfecho, 1 de diciembre de 2017 el Municipio presentó el 

recurso de apelación que nos ocupa, fundamentado en que su demanda 

había sido presentada oportunamente al ser una de cobro de dinero y 

que, por tanto, le aplica un plazo prescriptivo de 15 años. 

Específicamente, argumentó que el Tribunal primario se equivocó de la 

siguiente forma: 

                                                 
1 Apéndice del recurso, a las págs. 40-49. 
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Erró el Honorable Tribunal de Instancia al concluir que la 

presente acción civil está prescrita por constituir una acción 

en daños y perjuicios extracontractuales bajo el artículo 

1802 del Código Civil, sujeta a la prescripción anual, y no 

una acción civil personal de cobro de dinero para recobrar 

unos fondos públicos que el demandado-recurrido, 

incumpliendo con su obligación legal, no remitió al 

demandante-apelante, acción que prescribe a los quince 

años. 

 

 Por su parte, el 23 de enero de 2018 el CRIM presentó su 

oposición. Insistió en que los daños alegados eran de naturaleza 

extracontractual.  

II. 

 La Ley Núm. 80 de 30 de agosto de 1991, según enmendada (Ley 

80), 21 L.P.R.A. sec. 5801 et seq., creó el CRIM como parte de un 

conjunto de leyes dirigido a ampliar los poderes y las facultades de los 

municipios. 

 Con relación a ello, la Exposición de Motivos de dicho estatuto, 

dispone que “[a] los fines de alcanzar el objetivo antes mencionado, se 

establece el Centro de Recaudación de Ingresos Municipales con el 

propósito de que, en representación de los municipios, y bajo el 

control de éstos asuma las responsabilidades relativas a la 

contribución sobre la propiedad que al presente desempeña el 

Gobierno Central. (Énfasis suplido.) 

 Asimismo, la ley busca “promover una mayor autonomía fiscal de 

los municipios” al “[ceder] a éstos la totalidad de la contribución sobre la 

propiedad mueble e inmueble”, con algunas excepciones. Exposición de 

Motivos de la Ley 80. Al establecer el CRIM, la ley crea una entidad que 

tiene la responsabilidad de “[recaudar], recibir y distribuir los fondos 

públicos provenientes de las fuentes que se indican en esta ley que 

corresponden a los municipios” (Énfasis suplido), Art 3 de la Ley 80, 21 

L.P.R.A. sec. 5802. Además, dispone que el CRIM tiene el deber de 
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cumplir con las disposiciones de la Ley 83 de 1991 (“Ley de Contribución 

Municipal sobre la Propiedad”), 21 L.P.R.A. sec. 5001, et seq.  

 Por otro lado, el Art. 4(l) de la Ley 80, 21 L.P.R.A. sec. 5803(l), 

expresa que el CRIM podrá demandar y ser demandado. Ello así, tiene 

personalidad jurídica propia. 

III. 

 En esta ocasión nos corresponde evaluar si los hechos planteados 

dan lugar a una demanda de cobro de dinero o si, por el contrario, dieron 

lugar a una causa de acción de naturaleza extracontractual.  

 Según expusimos, el CRIM había anotado varios embargos sobre 

una finca en Aguadilla inscrita a nombre de San Miguel & Compañía, Inc. 

con un gravamen de $7,034,358.00 en contribuciones sobre la propiedad 

mueble e inmueble, adeudadas al Municipio. El señor Galloza, entonces 

gerente de la región de Aguadilla del CRIM, aprobó una solicitud de parte 

de SMC para acogerse a un beneficio contributivo que disponía la Ley 

Núm. 83 de 1991, y, en su consecuencia, ordenó la cancelación de los 

gravámenes de la finca, tras el CRIM recibir un pago por contribuciones 

reducido a $520,995.90. Dichos actos dieron lugar al despido del señor 

Galloza, luego de que se determinara que su actuación era improcedente 

en derecho.  

 Es por ello que el Municipio de Aguadilla presentó la demanda en 

cobro de dinero del caso de epígrafe y le reclamó al CRIM la cantidad que 

no pudo recobrar debido a las actuaciones de sus empleados.  

 Luego de varias incidencias procesales ante el foro primario, este 

último determinó que la acción procedente era una a la luz del Artículo 

1802 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5141. Ello así, concluyó que la 

reclamación incoada por el Municipio se presentó fuera del término 

establecido en ley para ejercer dicha acción.  
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  Luego de un estudio cauteloso de la controversia ante nos, así 

como de los documentos que obran en el expediente, somos de la opinión 

que erró el Tribunal a quo en su determinación. Veamos.   

 Al atender una controversia similar a la que hoy nos ocupa en el 

caso Municipio de Cayey v. Soto Santiago, 131 D.P.R. 304 (1992), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico le aplicó el término general de 15 años 

al cobro de fondos públicos que fueron apropiados ilegalmente por un 

Recaudador Auxiliar del Municipio de Cayey. Para ello, la más alta curia 

expresó que el cobro de dinero surgió de la doctrina de enriquecimiento 

injusto y no del Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico. Municipio de 

Cayey v. Soto Santiago, supra, a las págs. 311 y 322-323.  

 En específico, el Tribunal Supremo manifestó: 

 Nuestra conclusión de que la acción en este caso no 

surge propiamente bajo el Art. 1802 del Código Civil, supra, 

descansa además en una fundamental consideración sobre 

la naturaleza de la responsabilidad que es exigible bajo ese 

artículo. Como bien señala Puig Brutau, la responsabilidad 

extracontractual o aquiliana, que es de la que trata nuestro 

Art. 1802, supra, “deriva del daño producido a otra persona, 

sin que exista una previa relación jurídica convenida entre el 

autor del daño y el perjudicado”. (Énfasis suplido.) J. Puig 

Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, Barcelona, Ed. 

Bosch, 1983, T. II, Vol. 3, pág 77. Santos Briz, citando al 

Tribunal Supremo de España, explica lo mismo señalando 

que “[la] culpa extracontractual o aquiliana ... representa un 

daño causado con independencia de cualquier relación 

jurídica precedente entre las partes ...”. (Énfasis suplido.) M. 

Albaladejo, Comentarios al Código Civil y compilaciones 

forales, Ed. Edersa, T. XXIV, págs. 134–135 (1984). 

Pantaleón, citando siete (7) otros distinguidos comentaristas, 

indica igualmente que el supuesto de hecho de las normas 

de responsabilidad extracontractual no incluye “el 

incumplimiento dañoso de una obligación o de un deber 

accesorio, integrante de una relación jurídica preexistente 

entre las partes ...”. F. Pantaleón, Comentario Del Código 

Civil, T. II. pág. 1977 (1991). Nuestra propia jurisprudencia 

ha reiterado esta fundamental consideración al apuntar en 

varias ocasiones que el radio de acción del Art. 1802, supra, 

“está limitado a la culpa o negligencia no relacionada con 

una obligación anterior ...”. (Énfasis suplido.) Arroyo v. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1948008522&pubNum=2995&originatingDoc=I044f4b74850011d9849fbe9e4c383816&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_692&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_692
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Caldas, 68 D.P.R. 689, 692 (1948). Véanse, también: Lugo 

Falcón v. E.M. Amy & Sons, Inc., 87 D.P.R. 556 (1963), y 

Mejías v. López, 51 D.P.R. 21 (1937). 

 

 En el caso ante nos, los hechos que se le imputan al 

demandado no son independientes de la relación jurídica 

preexistente entre el demandado y el demandante. El 

recurrido Ángel Soto Santiago estaba empleado como 

recaudador del Municipio. Como parte de esa relación de 

empleo, tenía el deber de entregarle al Municipio los fondos 

recaudados en el desempeño de sus funciones. Es 

precisamente el incumplimiento alegado de ese deber lo que 

da lugar a la acción presentada por el Municipio. La 

restitución que interesa el demandante dimana de la 

previa relación jurídica con el demandado. El deber de 

éste de devolver los fondos que se le reclaman está 

íntimamente vinculado con la relación jurídica precedente 

entre el demandado y el demandante, particularmente con 

la obligación anterior que aquél tenía de entregarle sus 

recaudos al demandante. La acción de cobro de dinero que 

ha incoado el Municipio, pues, no puede considerarse 

como una acción bajo el Art. 1802, supra, porque 

carece del elemento fundamental definitivo de esa causa de 

acción. Id. a las págs. 313-314. (Énfasis nuestro) 

 
 Si bien dicho caso y el nuestro se distinguen en la figura del 

demandado, lo cierto es que la causa de acción, en ambos escenarios, 

nace de una relación jurídica precedente entre las partes, razón por la 

cual no podemos más que concluir que el término prescriptivo aplicable a 

la controversia ante nos es aquel de 15 años que dispone el Art. 1864 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5294, para las acciones personales que no 

tengan señalado término especial de prescripción. Resolver de otro modo 

implicaría desviarnos del precedente establecido por el máximo foro y no 

hallamos razón para ello. Véase, SLG Swanson-Villares v. ELA, 194 D.P.R. 

1, 13 (2015). Esto es, como obra un precedente establecido por nuestro 

más alto Foro, debemos atenernos a sus términos. 

 Al evaluar la demanda presentada por el Municipio de Aguadilla 

notamos que la misma no contiene alegaciones relacionadas con daños 

sufridos, sino más bien, se circunscribe a reclamar la cuantía de dinero 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1948008522&pubNum=2995&originatingDoc=I044f4b74850011d9849fbe9e4c383816&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_692&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_692
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1963011004&pubNum=2995&originatingDoc=I044f4b74850011d9849fbe9e4c383816&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1963011004&pubNum=2995&originatingDoc=I044f4b74850011d9849fbe9e4c383816&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1937006019&pubNum=2995&originatingDoc=I044f4b74850011d9849fbe9e4c383816&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.UserEnteredCitation)
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dejada de recibir luego de que los empleados del CRIM cancelaran los 

embargos en cuestión. Ante dicho cuadro fáctico, procede aplicar el 

antedicho término de 15 años y devolver el caso ante el foro primario 

para la continuación de los procedimientos.  

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, revocamos la Sentencia dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia. Consecuentemente, devolvemos el 

caso ante dicha curia para la continuación de los procedimientos de 

conformidad con lo aquí expuesto.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


